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1.  La política agropecuaria uribista: 

El cumplimiento incondicional de un  mandato imperial

Aurelio Suárez Montoya

Introducción 

En el Plan de Desarrollo de César Gaviria, donde se plasmaron las reformas  estructurales neoliberales, se incluyó a la agricultura nacional. Se decidió la disminución gradual de las tarifas arancelarias para todos los productos y la necesidad de reducir la intervención gubernamental en la economía, también se incitó a la producción en aquellas ramas en las cuales se decía que el país exhibía ventajas. En el sector agropecuario, la  desaparición del papel regulador  del Estado en el comercio externo e interno se concretó suprimiendo tanto  los precios internos de sustentación, y ligando su valor a las cotizaciones internacionales, como la garantía de compra de las cosechas y los apoyos para la adquisición de insumos. Se acabaron los permisos para exportar  así como las licencias previas y la exclusiva intervención del IDEMA para las importaciones. 

Con relación al crédito para las actividades agropecuarias, se cancelaron las tasas de fomento y se impulsó la participación de la banca privada en la colocación de préstamos, una política del mismo tipo se adoptó para la  adecuación de tierras, atrayendo al  capital particular como gestor. Bajo el mismo enfoque privatizador se transformó el área de ciencia y  la  tecnología para el campo: se redefinieron las funciones del ICA, apenas como gestor de políticas y de acciones preventivas,  y se estimuló la creación de corporaciones de investigación una de las cuales sería CORPOICA a la cual el Estado no daría trato preferencial en la asignación de recursos. A la economía campesina se le colocó solamente como objeto de políticas sociales “focalizadas”. Se incrementó la tasa de tributación al sector a más del 35%  mediante nuevas contribuciones. En 1994, la Ley 165 dictaminó la entrega de subsidios del 70% para beneficiarios de la Reforma Agraria, no habría entrega completamente gratuita de predios. 

El neoliberalismo que consagra el libre flujo de mercancías y las privatizaciones se aplicó en su extensión. Más tarde, en 1995, ante la crisis que el sector sufrió, se consolidó el Sistema Andino de Franjas de Precios  extendido  para proteger 14 cadenas productivas, principalmente de cultivos transitorios como maíz, trigo, cebada, soya, sorgo, arroz, leche, carne de credo y pollo y se agregó el azúcar y el aceite de palma. De ahí en adelante, la política pública del sector se simplificó en adoptar medidas curativas para atender situaciones extremas de los productores de algún renglón pero, a la vez, se fue ahondando en la línea trazada desde 1990, al continuarse desmantelando más instituciones como el INAT, el Fondo DRI,  INPA, Bancafé, Incora y la Caja Agraria. La capacidad de competencia del sector quedó reducida a la “eficiencia” individual de los productores.   

Instituciones para una retrógrada “transición”

El gobierno de Uribe viene impulsando una recomposición de las instituciones públicas agrarias. No obstante, esa recomposición está orientada por una política cuyos objetivos ya fueron enunciados desde 2002: “Desde que se produjo la liberalización comercial a finales de los años 80 y comienzos de los noventa, el Estado colombiano viene haciendo esfuerzos para apoyar la transición desde una agricultura con énfasis en cultivos sustitutivos de importaciones y orientada al consumo interno, hacia una con predominio de cultivos competitivos tanto en los mercados domésticos como en los externos. A pesar de estos esfuerzos, el desarrollo del sector agropecuario es todavía limitado…”
.El documento CONPES 3316 de 2004, relacionado con un préstamo del Banco Mundial para “Transición en Agricultura”,  reitera la necesidad de “fortalecer las instituciones e instrumentos de política para responder a los retos y aprovechar las oportunidades que supone la integración comercial…” añadiendo que: “El Estado Colombiano viene haciendo esfuerzos, a través de distintas políticas sectoriales, para apoyar la transición desde una agricultura con énfasis en cultivos sustitutivos de importaciones y orientada al mercado interno, hacia una con predominio de cultivos competitivos no sólo en los mercados domésticos sino también en los mercados externos,… el sector agrícola ha enfrentado distintas situaciones desfavorables que han generado una baja velocidad y profundidad en las transformaciones de su estructura productiva”. 
 
En Colombia, a finales de 2004, había  3,8 millones de hectáreas sembradas; 1,7 millones  en cultivos transitorios como maíz, arroz, trigo, sorgo, soya, papa, cebada y algodón, que son parte fuente principal de proteínas, calorías y grasas de origen vegetal y de fibra para vestuario, medio millón de hectáreas en cultivos típicos del trópico destinados mayormente a la exportación, como cacao, banano, caña de azúcar y palma africana, medio millón en café y algo más de un millón en cultivos tradicionales  como fique, coco, caña para panela, tabaco y plátano para el consumo interno. Comparado con 1991, la superficie total ha decrecido en medio millón de hectáreas, la mayor parte en cultivos transitorios y café, compensada por el crecimiento en caña de azúcar, palma aceitera, ñame y caña para panela así como en superficie para pastos. 

No obstante, al gobierno le parece que este balance refleja “baja velocidad y profundidad” 
 y de los enunciados transcritos puede concluirse que la nueva política se dirige a procurar la transformación más veloz e intensa de la mayor cuantía posible del área cultivada en los cultivos transitorios a  productos tropicales y a ampliar la superficie destinada a éstos, incluyendo forestales, el paso de lo que llaman “agricultura orientada al mercado interno” a “agricultura competitiva en los mercados externos”.    

El proyecto de Estatuto de Desarrollo Rural
Entre 2002-2006, programas puntuales  del ministerio de Agricultura dieron prioridad a los incentivos a los cultivos impulsados hacia la exportación, como los otorgados a banano y  flores, a los bio-combustibles con base en palma y caña de azúcar y a la reforestación.  Sin embargo, la implantación definitiva de la perseguida “transición” exige “Fortalecer la capacidad del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural para formular, coordinar y evaluar la política de desarrollo rural, y dotarlo de los mecanismos necesarios para el efecto…. Establecer nuevos instrumentos orientados a mejorar la eficiencia y eficacia de las actividades que adelanta el Estado para el mejoramiento de la actividad productiva del sector agropecuario y forestal en el medio rural”, como se define el apartado de principios del proyecto de Estatuto de Desarrollo Rural.
 

Ese Estatuto  se presenta como un compendio de las normas vigentes en distintas materias de la política agraria. No obstante, existen modificaciones  de las que están vigentes y algunas son presentadas dentro de una realidad distinta a la cual fueron motivadas, que tuvieron otro  contexto como fuente de Derecho. El Estatuto crea un marco institucional  para adelantar lo que el gobierno en la Agenda Interna hacia 2019 ha propuesto como “aprovechamiento de las potencialidades del suelo” y eso no es más que adecuar el campo colombiano al plan agro-exportador de cultivos de tardío rendimiento. El apoyo y la financiación de los proyectos productivos; la adjudicación de tierras; el reconocimiento de derechos colectivos de comunidades indígenas y afro-colombianas; los subsidios para adquirir tierras para los desposeídos; la tecnología; el soporte para el riego y el drenaje y hasta la expropiación o extinción de dominio o la prescripción adquisitiva de dominio, tienen como prerrequisito estar a tono con dicho plan. Con  ese criterio se interviene el ordenamiento del territorio y se califica la propiedad rural. La renovada injerencia oficial es un instrumento para buscar el objetivo básico.  
El artículo  27 del Estatuto  da cuenta de tales intenciones: “El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural será responsable de diseñar el plan de acción para el desarrollo productivo cultural y ambientalmente sostenible de las áreas de desarrollo rural, para lo cual establecerá prioridades en cuanto a su alcance regional o zonal, señalará las áreas de reconversión, los tipos de productor y su vinculación a las cadenas productivas, los productos, sus mercados y su vocación exportadora, las tecnologías y los requerimientos de cofinanciación para la promoción de los proyectos respectivos”.
 Comparado con la política agraria de otros países, ese Estatuto no tiene, como razón primera la provisión suficiente de alimentos, la soberanía alimentaria del país. Así lo hace, por ejemplo, la Ley Agrícola estadounidense, Farm Bill  2002, en sus propósitos: “Proveer  el apoyo a la producción segura, confiable y accesible de la oferta de alimentos y fibra;…fortalecer el desarrollo económico continuado de infraestructura rural y asegurar la investigación para mantener un eficiente  e innovador sector agropecuario y de alimentos” 
 

Los mecanismos a los que recurre el Estatuto para alcanzar los fines trazados son igualmente reprobables. Se apela a la concentración de poderes en el Incoder, sin tener en cuenta su tamaño ni que muchas de las funciones que se le asignan demandarían otras entidades ejecutorias. Al designarlo como “responsable de la formulación y ejecución de los programas de desarrollo productivo”, se deposita en su Consejo Directivo, ampliamente dominado por el gobierno, el encargo en una amplia gama de temas atinentes como: apoyar y financiar los programas productivos, regir los proyectos de acceso a la tierra, tanto de subsidio como de adjudicación,  y los programas de extinción de dominio y expropiación, manejar el Fondo Nacional Agrario, coordinar el Sistema Nacional de Desarrollo Rural, “asistir” el Mercado de Tierras, revisar los títulos de los resguardos y consejos comunitarios afro-colombianos, calificar la propiedad rural, promover la presencia del capital financiero para la “financiarización” del sector, coordinar el desarrollo tecnológico, administrar los baldíos y los planes de adecuación de tierras. El mismo Procurador General ha dicho que “desde ya se anticipa la deficiente  capacidad de respuesta que tiene el Incoder, frente a las desbordadas funciones que este proyecto le asigna, si se tiene en cuenta que en la actualidad carece de infraestructura logística, humana y presupuestal.” 

Así mismo, el Estatuto también fija al Incoder  las pautas para adelantar su cometido en cada una de estas cuestiones: la promoción de la producción  y el crédito se restringen a las cadenas vinculadas a la exportación, suplantando la prioridad de la producción de alimentos como indica la Constitución. Al respecto ha comentado la Procuraduría que “el esquema sugerido en su contexto general…resultará excluyente para aquellos que no opten por productos priorizados (cultivos de tardío rendimiento o plantaciones forestales) o que carezcan de medios económicos para diseñar un esquema productivo que tenga la posibilidad de ser aprobado por el Incoder 
”. Para la Reforma Agraria, reduce la acción oficial a un subsidio para completar el pago de la tierra de los supuestos beneficiarios en un “mercado” donde el Estado “asiste” la transacción, si y sólo si, hay un plan productivo seleccionado por el Incoder en concurso entre “los mejores”, lo que disminuye las reales oportunidades de los aspirantes; para la reestructuración de los resguardos indígenas y los consejos comunitarios afro-colombianos, estipula verificar sus límites desde las cédulas coloniales y prohíbe que su ampliación se haga con predios invadidos o que “se pretendan invadir”, pretendiendo evadir así la compra a la que hubiera lugar de  territorios ancestralmente reclamados por comunidades indígenas como las del Cauca y para los planes de colonización, entre los que se incluyen las reservas campesinas, se confina el tamaño de los predios adjudicados al de la Unidad Agrícola Familiar, UAF. 
Mientras esta receta se brinda a los grupos más pobres del campo o se deja a su suerte a los productores de alimentos, incluidos empresarios, el Estatuto determina que, para “facilitar la incorporación de sistemas modernos de producción que requieren alta inversión de capital, dentro de criterios de racionalidad y eficiencia”, las  firmas “que se dediquen a la explotación de cultivos agrícolas o a la ganadería, podrán solicitar”, sin la restricción de la UAF, “la adjudicación de terrenos baldíos”. Esto concuerda con el parágrafo 1 del artículo 13 que dice : “Autorizase a las empresas industriales y comerciales del Estado, a las entidades de carácter mixto público – privado, a las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, a los Fondos de Pensiones, a las Compañías de Seguros, a las empresas del sector minero energético y a las demás entidades de carácter financiero y de fomento del país a efectuar inversiones para el desarrollo de cultivos de tardío rendimiento, estas inversiones serán sujeto de los estímulos y exenciones tributarias previstas para el sector por el Gobierno Nacional y sin que estas sean incompatibles con los estímulos, incentivos y exenciones en materia ambiental”.
  En consonancia con la ley Forestal, estos estímulos, incluida la asignación de baldíos, abarcan también plantaciones forestales sembradas que ocupan 188.752 hectáreas y que para el 2019 se pretende elevar a más de 1’250.000.
       
En igual sentido, omitiendo el contexto de desplazamiento que ha vivido Colombia en los últimos 20 años, que según CODHES  ha cobijado 3,6 millones de personas de las cuales el 82% lo ha sufrido entre 1994 y 2005, decreta que, quien “creyendo de buena fe que se trata de tierras baldías”, hizo explotación económica y estable de un predio por cinco años, podrá exigir el dominio a su favor.  Aunque el ministro Arias argumenta que es la misma norma de la Ley 200 de 1936, como si el país de 1931-1936 fuera igual al de 2001-2006, falta además a la verdad ya que no está incluido el artículo 11 de dicha Ley que reza: "no se presume la buena fe si el globo general del cual forma parte el terreno poseído está o ha estado demarcado con cerramientos artificiales, o existen en él señales inequívocas de las cuales aparezca que es propiedad particular".
 Esa omisión hizo que la Procuraduría advirtiera, “se establece un modo de adquisición tan abierto que puede degenerar en la legalización de formas de expoliación de la tierra o lavado de activos”

En una medida similar, el Estatuto es permisivo para que a través de negocios con el Estado se puedan “lavar” predios obtenidos ilegalmente. El artículo 156 del proyecto original está redactado para que los usurpadores de tierras legalicen 12 años de entuertos y abran nuevos títulos falsos hasta diciembre de 1996 o a la fecha de 1997 en que se cumpla el plazo de 10 años hacia atrás de vigencia de la ley una vez sea aprobada. Según la Mesa Nacional de Unidad Agraria, “se pretende legalizar escrituras fabricadas”.
 
Del mismo modo, el Estatuto cambia la expropiación de los predios improductivos, consignada en la Ley 160 de 1994, al fijar que “a fin de estimular el mejoramiento de la productividad y la estabilidad de la producción agropecuaria, el Estado, a través del Incoder, podrá comprar los bienes inmuebles rurales improductivos de propiedad privada, por el valor que aparezca registrado en el avalúo catastral del respectivo predio.”. La expropiación sólo se mantiene en el caso de macroproyectos de “interés y conveniencia estratégicos”, en los cuales casi siempre se afectan campesinos, indígenas y pobladores humildes.        

La especialización en productos tropicales: un mandato imperial revalidado en el TLC 

Desde que se incubó el neoliberalismo, el país se tornó en mercado propicio para excedentes de cereales, oleaginosas y fibra de algodón y ya es el primer comprador de productos agropecuarios estadounidenses en el hemisferio occidental, después de México y Canadá. En el Plan Colombia, se reitera tanto esta condición como la especialización del  agro en productos tropicales:“En los últimos diez años, Colombia ha abierto su economía, tradicionalmente cerrada…el sector agropecuario ha sufrido graves impactos ya que la producción de algunos cereales tales como el trigo, el maíz, la cebada, y otros productos básicos como soya, algodón y sorgo han resultado poco competitivos en los mercados internacionales…La modernización esperada de la agricultura en Colombia ha  progresado en forma muy lenta, ya que los cultivos permanentes en los cuales Colombia es competitiva como país tropical, requieren inversiones y créditos sustanciales puesto que son de rendimiento tardío. 
  

En consonancia con lo anterior se concretó la negociación de la agricultura en el TLC con Estados Unidos. Un balance hecho por Garay y otros economistas estima que en largo plazo la producción de los alimentos básicos en Colombia puede decaer, con relación al promedio entre 1998 – 2005, por encima del 15% para fríjol y  sorgo, más del 23% en  maíz, soya y arroz,  más de 30% para carne de pollo y trigo. En cuanto a los sectores llamados “ganadores, el estudio estima que la producción de aceita de palma caerá en 10%, los ingresos de la agroindustria del azúcar  subirán un 1,37% y la producción de tabaco en  un 19%, reconoce las 9.000 nuevas toneladas exportables para lácteos, pero en cuanto a hortalizas, frutas y carne de ganado bovino no encuentra viable hacer cálculo alguno mientras se mantengan las barreras no arancelarias, la mayoría expresadas como restricciones sanitarias. 
  

Para consumar el mandato imperialista de la Apertura, del Plan y del Tratado, el documento del Departamento de Planeación Nacional, “Aprovechar las potencialidades del campo”
, propone nuevas acciones como reconvertir sistemas ganaderos, mejorando su capacidad de carga, establecer proyectos productivos de acuerdo con la vocación del suelo, de “un uso eficiente”, según su vocación agrícola y forestal, en áreas con mayor cercanía a los mercados de destino y con incentivos financieros por su localización.  Es decir, poner en marcha una propuesta de intervención del territorio para alcanzar los términos propuestos, cuyo marco jurídico está en el Estatuto Rural analizado. El resultado a mediano plazo se consigna en  “Visión Colombia II-Centenario: 2019” y proyectado como la apuesta agro-exportadora de Colombia.  
Apuesta agroexportadora- Colombia 2019

	Productos 
	Hectáreas

	Palma aceitera
	2’000.000

	Plátano 
	2´000.000

	Frutas 
	1’.000.000

	Yuca 
	1´000.000

	Cacao
	500.000

	Forestal 
	1’000.000

	Total
	7’500.000


Fuente: DNP. 

Es claro que las reformas que “permitan la aplicación de la política agraria y de desarrollo rural”, persiguen la adecuación  de las instituciones para consumar  esta especialización del sector rural colombiano en productos tropicales y conforman la llamada Agenda Interna.  Es el “marco legal estable y difundido”
, al que se refiere el gobierno y que están contenidas  en el Estatuto Rural y otras leyes complementarias como La Ley Forestal, La Ley de Aguas, actualmente en trámite, el “marco regulatorio de acceso a los recursos genéticos y propiedad intelectual” y la definición de esquemas privatizadores y para la ciencia y la tecnología, una figura que se viene consagrando y se conserva desde las épocas del Revolcón y también para el riego y drenaje mediante la cual, se ha pasado tan sólo de 750.000 hectáreas adecuadas en 1994 a 842.000 en 2005, 400.000 de las cuales requieren rehabilitación. 
 

Conclusión  

La avaricia con los necesitados y la generosidad con los poderosos, incluidos  consorcios, financieros y rentistas, bien nacionales o foráneos, así como con quienes, al amparo del Estatuto, puedan legalizar muchísimas hectáreas venidas del despojo, introduce no sólo un ordenamiento del uso del suelo, según “las potencialidades” que el gobierno neoliberal y autoritario de Uribe defina como derivación del TLC y del mandato imperial, sino que con él se genera un nuevo “arreglo” social en el campo colombiano. ¿Cuál es el futuro de los casi 25 millones de jornales anuales, involucrados en la producción de algodón, cereales y fríjol dejados a su suerte? ¿Cómo se modificará en el nuevo marco el inicuo régimen de propiedad rural imperante donde el 0,4% de los propietarios tienen cerca del 65% de la tierra? ¿Cómo se mantendrá la producción campesina y empresarial de alimentos que están excluidos de los beneficios de la política y que brinda más de la mitad de las subsistencias a los colombianos y que como secuela de esta política regresiva se vendrá menos? 

Es evidente que  la política agraria uribista  lesiona la soberanía alimentaria. Pero  con la  entrega de baldíos a empresas, inclusive extranjeras,  puede configurarse menoscabo de la soberanía territorial, se vuelve realidad lo que Uribe catalogó en un momento dado como entelequia de los opositores al TLC.  A contramano, se trama la expulsión de nuevas capas de productores, de campesinos y de obreros rurales, se expanden  las siembras de géneros de tardío rendimiento mientras se empeora la provisión nacional de alimentos por habitante y se incrementa la dependencia alimentaria del país; entre tanto,  crece la dramática situación de miseria y ruina de las comunidades rurales, incluyendo a las afrocolombianas y a las indígenas, a quienes el ministro Arias, pasando de “ladrón a bufón” califica como “los más grandes terratenientes del país.       

El viraje gubernamental no es neutro. Está al servicio de determinadas clases e intereses: “La visión del desarrollo rural y de la política de tierras en que se fundamenta esta propuesta se enmarca en las nuevas realidades de la economía nacional, caracterizadas por los procesos acelerados de liberalización comercial, de internacionalización de la economía de Colombia y del mundo, que requieren de un renovado impulso al desarrollo empresarial y al papel central de la iniciativa privada… la economía campesina, más que cualquier otra, requiere de un ajuste radical en las políticas estatales diseñadas”
. Para sobrevivir dentro del nuevo ordenamiento institucional, territorial, productivo y social que se está estructurando, los empresarios, campesinos, comunidades afro-colombianas, indígenas y jornaleros, que no sean expulsados, estarán forzados a una nueva servidumbre hacia quienes captarán  las mayores rentas  derivadas de la reafirmación del modelo agro-exportador, de la más inicua distribución de la tierra y de su “aprovechamiento”, empezando por quienes controlan los eslabones mercantiles y se lucrarán del vil comercio de los bienes tropicales básicos, de la producción y transformación de ellos con base en la mano de obra barata y en los bajos precios de compra a los productores agropecuarios, y de la posesión de los recursos genéticos, de la biodiversidad, del agua  y del territorio, satisfaciendo así una enorme necesidad imperial: el acceso fácil y rebajado a los recursos naturales.   

La política agraria uribista debe convocar a la más amplia unidad de rechazo de todos los sectores productivos sacrificados, y a quienes nunca se les consultó, junto con los demás clases  progresistas y democráticas del país rural y urbano. Resistirla significa enfrentar uno de los peores designios uribistas; está entre los que ha ordenado como de “urgencia y prioridad”, reafirma casi secularmente el control de Estados Unidos sobre la política pública rural, ajustándola a sus intereses imperialistas, y condena al país a una producción típicamente colonial. ¡Quiera la vida que esa vasta resistencia la eche por la borda!  

	 Otras leyes complementarias a los torticeros fines de Estatuto de Desarrollo Rural 
“Agro, Ingreso Seguro”. En la exposición de motivos de este proyecto se plantea que “Naturalmente un proceso de internacionalización de la economía, conlleva una exposición de la producción nacional a la competencia externa, pues quienes aspiramos a que nos compren, también tienen interés en vendernos sus productos” y que,  por tanto,  es “necesario un apoyo institucional privilegiado para el sector agropecuario ante este proceso de intercambio comercial internacional. Con dos objetivos: (1) Fortalecer la competitividad y (2) Proteger la producción nacional de la exposición a las distorsiones externas”.
Al comentar en un debate en el Senado este proyecto, el senador Jorge Robledo acotó que es un reconocimiento de las dificultades que afrontará el sector y “que no es nuevo, pues ya se probó en México con Procampo, refutó la propaganda oficial que intenta hacer pasar el proyecto como una gran ayuda a campesinos y empresarios, es un pedazo de queso en una trampa para romperle al ratón el espinazo”.  Sobre la suma que ofrece el gobierno en el proyecto, dijo que para examinar si el monto es suficiente, el punto obligatorio de referencia los exorbitantes subsidios que brinda Estados Unidos a sus productores. Mientras  el subsidio colombiano al arroz sería de 18,40 dólares por tonelada, contra 90 dólares que vale el norteamericano; al maíz, 14,6 dólares en Colombia, contra 28 dólares en Estados Unidos; al sorgo, 9 dólares en Colombia, contra 53 en Estados Unidos, y del proyecto fueron excluidos las carnes de pollo y cerdo, la leche y el algodón. Concluyó advirtiendo: “El proyecto es una jugada política para aceitar al Congreso y crear clientela gremial con miras a que el TLC sea aprobado”. 

Ley Forestal y Ley de Aguas. Son “proyectos de ley destinados a facilitar la mercantilización y privatización de recursos vitales como el agua y los bosques, la venta de servicios ambientales, la expansión de los cultivos transgénicos y la adecuación de la normatividad a las exigencias del TLC Andino con Estados Unidos”. En cuanto a Ley Forestal se ha establecido “coloca todo su énfasis en la explotación maderera y en los incentivos de todo tipo para atraer la inversión privada y extranjera poniendo en grave riesgo las áreas de reserva forestal y el bosque natural, como lo han denunciado los ambientalistas, el Procurador General, el Contralor General, los ex Ministros de Ambiente, las organizaciones indígenas, afrocolombianas y campesinas y la oposición de algunos parlamentarios”. (Véase, “El retroceso ambiental bajo el gobierno de Uribe”, Elizabeth  Beaufort, Tribuna Roja No. 102)

Artículo 4 de la Ley 1032 de 2006. Se sanciona con penas de cuatro a ocho años de cárcel y con multas a quien, según la Ley, “de manera fraudulenta”, “financie, suministre, ponga en venta, comercialice, transporte o adquiera con fines comerciales o de intermediación, bienes o materia vegetal, producidos, cultivados, o distribuidos”. Con ello se garantiza el monopolio de la oferta de semillas a quien goce de la patente de obtentor y se pone fin a la “semilla del costal”, a la que usan los productores como fruto de la cosecha anterior. Está a tono con los textos de Propiedad Intelectual del TLC.      
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2.   Análisis crítico del proyecto de ley de 

Desarrollo Rural en Colombia

Carlos Salgado

Los objetivos del proyecto de Ley sobre Desarrollo Rural 

El gobierno presentó a consideración del Congreso de la República el Proyecto de Ley sobre Desarrollo Rural en Colombia, dentro del cual se crea el Programa “Agro, ingreso seguro”. Este proyecto tiene un aspecto relevante para el agro colombiano y para el país porque tiene la pretensión de ser una ley de leyes, en el sentido manifiesta la intención de recopilar la dispersa normativa definida desde la Ley 200 de 1936 y hasta la fecha. 

Con la pretensión que tiene la Ley, lo primero que cabría esperar de este proyecto es una exposición de motivos lo suficientemente clara y documentada tanto del sentido que se requiere imprimir actualmente al desarrollo rural como del contenido de los artículos, normas y leyes que se derogan. Pero esto no es así. Bajo una muy ligera –por no decir insólitamente deficiente- sustentación de motivos, el gobierno sólo da razones de tipo funcional y administrativo para proponer la nueva ley, como si 70 años de historia jurídica pudiesen asumirse únicamente desde esta perspectiva.

La exposición de motivos manifiesta que los alcances del proyecto de ley son: evaluar la normatividad vigente a la luz de la nueva visión del sector, compilar, armonizar y organizar las normas para producir un estatuto único, y determinar y precisar las funciones del Incoder y demás organizaciones.

La visión que tiene el gobierno del desarrollo rural “se enmarca en las nuevas realidades de la economía nacional, caracterizada por los procesos acelerados de liberación comercial, de internacionalización de la economía de Colombia y del mundo, que requieren de un renovado impulso al desarrollo empresarial y al papel central de la iniciativa privada, con una intervención estatal orientada al mantenimiento de la estabilidad macroeconómica, a la provisión de bienes públicos, a la compensación por imperfecciones en los mercados, a la disminución de los costos de transacción, y a la descentralización y coordinación institucional” [Punto II de Alcance del proyecto].

Bajo estos objetivos, estiman que la política de desarrollo rural debe orientarse a potenciar las capacidades productivas y de decisión empresarial, mejorando la rentabilidad y la competitividad, con el fin de elevar los ingresos, generar más empleos, diversificar oportunidades, reducir la pobreza y las desigualdades, y para facilitar el acceso de los pobres a la propiedad de la tierra, los instrumentos de inversión, financiación, tecnología y demás servicios.

Finalmente, el proyecto trata los temas de manejo de subsidios para compra de tierras y para la adecuación de tierras, distribución de tierras con procesos de extinción del dominio, procesos de asignación de tierras a comunidades negras e indígenas y mejora en la gestión institucional, más el programa de Agro Ingreso Seguro.

Los debates dados en el Congreso de la República han conducido a modificaciones en el articulado propuesto por el proyecto inicial, pero interesa en este artículo trabajar algunos aspectos relativos a la intencionalidad gubernamental.  

¿El desarrollo rural es un problema administrativo?

El proyecto de ley intenta reformar y simplificar en un único estatuto 13 leyes, cinco decretos-leyes y 23 decretos reglamentarios. Las leyes que unifica tratan de temas tan diversos como régimen y adecuación de tierras, renta presuntiva, Sala Agraria del Consejo de Estado, aparcería, estatuto general de pesca, baldíos, reforma agraria, desplazamiento forzado, convivencia, mujer rural, administración de bienes incautados y plan de desarrollo, entre otros temas. La sola Ley 200 de 1936 incluía una visión sobre el agro, definida en un contexto muy particular de la historia del país, que se pierde en el proyecto actual.

En un primer momento, puede pensarse que es muy meritorio el propósito de unificar la legislación dispersa, pero cabe preguntarse si dada la amplitud temporal y temática acogida, dicha unificación puede hacerse sin un amplio debate sobre el estado actual del agro, sus conflictos  y su futuro, y si los criterios de rentabilidad y mercado dan un panorama suficiente para definir dicha reforma.

Es por esto que para abordar la discusión sobre el proyecto de ley sería necesario observar dos aspectos. Primero, qué queda vigente en términos jurídicos, porque el proyecto recurre a figuras como “las normas que se dicten en materia agraria, tendrán efecto general inmediato, de conformidad con lo establecido en la Ley 153 de 1887, salvo las disposiciones expresadas en contrario” [Artículo 7], pero la Ley 153 no está dentro de las derogadas. Segundo, de acá se desprende que el proyecto no da ninguna razón más allá de la administrativa por la cual un cuerpo de legislación histórico se deroga en términos parciales. ¿Con qué criterio? ¿A juicio de qué?  Resulta entones que sin hacer esta relación, lo que queda en pie es un cuerpo legislativo gris, que está en la cabeza de los funcionarios que usaron la tijera.      

¿Una visión del desarrollo rural centrada sólo en la tierra?

Otro elemento curioso en el proyecto, es que se llame de “desarrollo rural” y centre sus definiciones esenciales en el tema de la tierra. El Título II, Capítulo 1, “Del desarrollo productivo y tecnológico” tiene 2 capítulos “de los proyectos productivos” y de “Modernización tecnológica”, que refieren a responsabilidades administrativas del Ministerio de Agricultura en el diseño del plan para el desarrollo productivo de áreas rurales y de la responsabilidad del Incoder en la ejecución. No hay ningún articulado que haga referencia a la estructura productiva, al tipo de cultivos seleccionados, a funciones productivas de las regiones y territorios, a estrategias de abasto alimentario, al manejo de los recursos; ni siquiera a política de exportación. El gobierno podría argumentar que estas definiciones están dadas en su programa de gobierno, pero si trata de articular en “un solo cuerpo” la visión del desarrollo, ¿por qué estás definiciones están ausentes? ¿cómo se puede hacer una reforma sin que se clarifique el marco conceptual por el cual se deja un cuerpo jurídico? ¿A qué van responder los Fondos de Modernización Tecnológica, el Fondo de Fomento Agropecuario y los Centros Provinciales de Gestión Agropecuaria, como no sea al único actor plausible, el  “empresario”? 

Queda entonces en el proyecto la obsesión por la tierra. Se argumenta que el subsidio para la compra de tierra, la selección y elegibilidad de los proyectos están sujetos a la presentación de proyectos productivos por parte de los beneficiarios, que gozarán para  ello de la asesoría de los funcionarios del Incoder. Se reeditan de esta manera unos mecanismos ya desuetos e incumplidos en la definición de las políticas sobre la tierra. La propuesta de reforma agraria por la vía de mercado que estuvo en boga en los años noventa utilizó estos mecanismos de subsidio y proyectos productivos y ambos fracasaron, así como la política misma. Revivirlos o dejarlos dentro del cuerpo normativo que no fue derogado merecería una explicación en el proyecto, como no sea que debamos entender que el proyecto tiene implícita la intención de excluir a quienes no respondan a estos criterios. Este hecho es manifiesto cuando al generalizar estos mecanismos pretende obligar a los Indígenas y Afros a convertirse en elaboradores de proyectos con lógica empresarial para responder a la nueva visión, violando de esta manera su autonomía y principios constitucionales.   

También está demostrado que el concepto de Unidad Agrícola Familiar –UAF- utilizado como criterio para la redistribución de la tierra poco aporta a la solución, sobre todo si se usa como criterio universal. Los gobiernos mismos han argumentado que no habría tierra para tanta gente si la redistribución se hiciera bajo este criterio. Revivirlo entonces a la manera tradicional no muestra más que la intención de hacer redistribución marginal. Un enfoque más acertado ligaría las definiciones de tamaño a temas de tecnología, ecosistemas, agroecosistemas de interés y territorios, pero esto no se menciona en el proyecto.

El proyecto conserva la sanción al campesinado que “invada” tierras o cuya posesión esté mediada por formas de violencia [Artículo 56], con lo cual castiga una forma de reivindicación del derecho a la tierra al que han tenido que acudir las poblaciones rurales. Si los mecanismos dispuestos para el acceso a la tierra estuviesen revestidos de un verdadero carácter redistributivo, podría aceptarse que la “invasión” sería innecesaria; pero cuando los mecanismos propuestos son los que han fracasado, desde ya se intuye que la presión social será una vía necesaria para poner de presente la inequidad en la distribución de la propiedad.

Pero hay cuatro artículos que merecen mayor atención, pues dispersos en el articulado general del proyecto apuntan a temas sensibles. Los artículos 75 y 76 que corresponden al capítulo de “zonas de colonización, de reservas campesinas y de desarrollo empresarial”, consagran el que “las sociedades de cualquier índole”, reconocidas por el Ministerio como empresas especializadas del sector podrán solicitar la adjudicación de baldíos en las zonas de desarrollo empresarial, solicitud que podrá hacer tras haber explotado  por cinco años el predio, tras la firma del contrato. Habría que saber qué significa “empresa de cualquier índole”, en una época en la cual los criterios empresariales reinan por doquier. Y habría que llamar la atención sobre la feria de los baldíos, usados antaño para efectos de colonización y desfogue de los conflictos sociales y más antes en la historia, para pagos a empresas extranjeras y militares por los favores a la patria. ¿Qué se quiere reeditar hoy? ¿Por qué se evita tocar las tierras del interior de la frontera?

Se coloca también una talanquera a la extensión de los resguardos indígenas, cuando en el Artículo 144 se dice que no se podrá incluir en ellos “predios de propiedad privada de personas ajenas a la comunidad, ni las mejoras de los colonos que se hubieren asentado con anterioridad a la fecha de la diligencia de visita…”. ¿Quiere esto decir que la única posibilidad de ampliación de resguardos se limitaría a terrenos baldíos? ¿Cabrá la figura de “resguardo” dentro de las referidas como “empresas de cualquier índole”?

Pero la joya del proyecto está manifiesta en el Artículo 157, correspondiente al capítulo de “Clarificación de la propiedad y deslinde de tierras”, artículo que “Establece una prescripción adquisitiva de dominio a favor de quien, creyendo de buena fe que se trata de tierras baldías, posea en los términos del artículo 155 de esta Ley (refiere a que “la posesión agraria consiste en la explotación económica regular y estable del suelo), durante cinco años continuos, terrenos de propiedad privada no explotados por su dueño en la época de la explotación, ni comprendidos dentro de las reservas de la explotación, de acuerdo con lo dispuesto en el mismo artículo”.

El contexto del proyecto de Ley

 Se ha dicho que el proyecto de Ley no es claro en su sustentación y soporta la visión del desarrollo rural sobre unas definiciones generales. Quizá por ello sólo pueda entenderse en el contexto actual del país. Dadas sus carencias explicativas, habrá que pensar que el proyecto envía mensajes cifrados, dispersos en el articulado y que están relacionados con otros dos eventos. ¿De qué otra manera se explican los artículos 75, 76, 144 y 157 sino en el espíritu de la Ley de Justicia y Paz? ¿No es acaso un proyecto de Ley que favorece el despojo y la legalización de los negocios rurales de quienes han sido llamados “empresarios de la coerción? ¿No serán ellos los socios que demanda la nueva visión del desarrollo rural?

Igualmente, la precaria sustentación del proyecto debe comprenderse en el contexto del acuerdo comercial con los Estados Unidos, acuerdo en el que se delega toda la organización de la estructura productiva futura. Este tipo de acuerdo abandona cualquier ejercicio para pensar la política pública interna en las manos, supuestamente, del libre comercio.

En esta perspectiva, la intención del gobierno no es otra que la de adecuar a este contexto el ordenamiento de la propiedad rural. De ahí la obsesión por la tierra.

	Alerta - Ley de Desarrollo Rural              Boletín Nº 3, Noviembre 20 - 2006


3.    Política del movimiento de autoridades indígenas frente al

 “proyecto de estatuto de desarrollo rural”

Ernesto Ramiro Estacio, Senador Indígena por AICO
,

 Álvaro Velasco, Eduardo Cuaical y Rodolfo Álvarez, 

Equipo Asesor

El Movimiento de Autoridades Indígenas con mas de 25 años de existencia, se ha caracterizado por la defensa del “Derecho Mayor”, entendido como un compendio de derechos fundamentales y colectivos que reivindican el territorio como fundamento de la vida comunitaria, sin el cual carecerían de sentido los derechos y la autonomía para gobernar de acuerdo a las tradiciones, conocimientos, usos y costumbres de los pueblos originarios, que hacen de la protección de la vida en todas sus manifestaciones su propósito y ley fundamental.

Derechos que tras una larga lucha fueron reconocidos, primero por la sociedad colombiana y luego  consagrados en la Constitución del 91. Nuestro movimiento desde su origen, ha contribuido a la trasformación de los Resguardos, cambiando su carácter colonialista que para “reducir los indígenas a la vida civilizada” para ser, lo que son hoy, una institución destinada a garantizar la autonomía y a proteger la diversidad natural y cultural de Colombia, transformación que influyó decisivamente en la Constitución de los grandes resguardos amazónicos. Lucha por derechos territoriales que junto a las comunidades afrodescendientes ha logrado que mas de 30 millones de hectáreas hayan sido reconocidas como territorios de comunidades indígenas y afrocolombianas, otorgándoles la condición de inalienables, imprescriptibles e inembargables, es decir formalmente protegidas contra la expansión agresiva de un modelo económico, que solo busca ganancias y beneficios cortoplacistas en detrimento de la vida y la diversidad cultural.

Lo anterior sirve para sustentar la gestión adelantada en el Senado como voceros de las comunidades indígenas y en especial del Movimiento de Autoridades, que llega al Congreso, por circunscripción nacional especial indígena, creada para garantizar la participación de los indígenas en la labor legislativa, en defensa de sus derechos y territorios cuya existencia esta vinculada a la protección de la vida en todas sus formas y manifestaciones. Actividad que se inspira en una profunda convicción  respecto de que las Leyes, tienen que ser instrumentos de  CONVIVENCIA. Leyes que generen las condiciones necesarias para que todos los colombianos podamos llegar a construir un país cimentado en relaciones de profundo respeto por la diversidad y por la diferencia. Leyes que sean un fiel reflejo de las condiciones vitales constitutivas de Colombia, en el Pacífico, los Andes, la Orinoquia, los Llanos y la Amazonia, que son únicas y diversas y que por lo mismo exigen explicaciones propias, manejos técnicos adecuados e instituciones eficaces. Todo eso es indispensable para congregar al conjunto de las culturas y comunidades que configuran nuestra nación en la urgente tarea de consolidar nuestros diversos territorios y regiones para garantizar la protección de la vida, los derechos humanos fundamentales, los derechos colectivos y del ambiente y la profundización de la democracia. 

Dentro de este contexto, el compromiso es con los procesos de base comunitaria, que a pesar de las amenazas, pugnan por consolidarse, resistiendo las políticas imperantes hoy en Colombia y en el mundo que tratan por todos los medios de debilitar o disolver mediante un conjunto de leyes y decisiones los procesos germinales que luchan por afirmar su propia soberanía. Motivo que nos llevó al estudio del Proyecto de Ley 030 de 2006 –Senado- por medio de la cual se expide el “Estatuto de Desarrollo Rural” con la intensión de buscar la manera de incidir en él, para defender los derechos de nuestros pueblos y la existencia de formas de ser, pensar y producir en relación de intercambio y reciprocidad con la naturaleza; salvaguardar la vida y la existencia de los pueblos indígenas y de todos los hombres y mujeres que habitan en Colombia. Buscando propiciar un acuerdo con personas y organizaciones que se unen para luchar y resistir la globalización de la miseria, del hambre, de la explotación de la madre tierra y simultáneamente avanzar en otra globalización que dignifica la vida, cuidando el agua, los bosques, los paramos, la tierra y los elementos vitales de la naturaleza.

Conocido el proyecto del gobierno se presentaban dos opciones, la primera hacer causa común con quienes lo rechazan de plano, con argumentos ideológicos, académicos y políticos, muchos de los cuales no carecen de razón, opción que  dado el amplio predominio del gobierno en el Congreso ofrecía como resultado el que ese proyecto de ley, se hubiera aprobado tal y como salio del ministerio de agricultura, dejando eso si una constancia de los efectos perversos y de la vulneración de derechos que sin duda podía producir. La otra opción por la que nos decidimos, pensando sobre todo en los procesos de base comunitaria que se adelantan en los pueblos indígenas y afrodescendientes en las diversas partes del país, consiste en participar en el debate de la ley con el propósito de impugnar las normas que desconocían por completo los derechos de nuestros pueblos y oponernos con fortaleza a que la ley se convirtiera en un instrumento de los violentos para consolidar su hegemonía sobre grandes extensiones de tierra lograda mediante el desplazamiento forzado, la intimidación y el ejercicio de distintas formas de violencia. De igual manera nos propusimos defender los territorios que se caracterizan por la biodiversidad, afirmando la autonomía de las comunidades indígenas y afrodescendientes, reivindicando el derecho que tienen a presentar proyectos ambiental y culturalmente sostenibles. Nuestra defensa fue aceptada por la comisión de ponentes y por el ministerio de Agricultura y fue así como se logro un cambio sustancial en todo lo referente a la protección de la diversidad y de los territorios de los pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes.

Si revisamos el proyecto de Ley en la versión inicial, encontramos que su objetivo estratégico consiste en crear un instrumento para adelantar una política de internacionalización de la economía en beneficio del sector privado, mediante decisiones unilaterales sin consideración alguna por la diversidad que caracteriza a nuestro país en sus regiones, culturas y ecosistemas. Es decir, se basa en una “nueva” visión que presenta a Colombia como un país uniforme en el que se puede impulsar el mismo tipo de desarrollo en cualquier lugar, sin tomar en cuenta las características especificas de las regiones y culturas. Visión del desarrollo rural, que como es obvio, excluye a las minorías étnicas y sus territorios. El proyecto lejos de impulsar políticas coherentes para el desarrollo del agro tomando en cuenta el contexto natural y cultural existente, pretende impulsar un desarrollo que desconoce la función social y ecológica del territorio, fortaleciendo así el mal manejo, el mal uso y la inadecuada tenencia de la tierra. En consecuencia, esa visión del desarrollo nos llevaría a profundizar la degradación del territorio, los recursos naturales y las culturas que lo habitan, con lo cual se pone en mayor peligro el delicado entramado de la vida. 

El proyecto de ley “Estatuto de Desarrollo Rural”, al ignorar esta realidad constitucionalmente protegida, está vulnerando derechos fundamentales, colectivos y del ambiente de todos los colombianos, haciendo de paso mas lejana la posibilidad de convivencia de lo diverso.  Respecto de las comunidades indígenas y afro descendientes, el proyecto pretendía racionalizar el reconocimiento de los derechos de esos pueblos y comunidades. Lo hace de tal manera que racionalizar se hace sinónimo de excluir. 

Con el propósito de defender y garantizar los derechos de los pueblos indígenas y afrodescendientes en el marco de la Constitución que propende por la defensa y conservación de la diversidad cultural y natural de Colombia y según nuestros análisis y reflexiones propusimos nuevas adiciones y modificaciones orientadas a mejorar la redacción de algunos artículos de tal manera que la ley no vulnere la Constitución y los derechos individuales y colectivos de las minorías étnicas y los habitantes del sector rural, sobre todo de aquellos que han sido víctimas de la violencia. Nuestro pensamiento se orienta en las siguientes consideraciones fundamentales:

Territorios para la vida y la convivencia: Cuando los pueblos indígenas empezamos hablar de desarrollo rural, la reflexión inicial que nos planteamos es discutir sobre el concepto de lo RURAL, para nosotros los indígenas, lo rural no se refiere simplemente a la producción agropecuaria que tiene lugar en partes alejadas de los centros urbanos y de las grandes ciudades. Tenemos al respecto un concepto mas amplio e integral, el concepto de territorio, que incluye centros urbanos, áreas de cultivo y de conservación. Es decir, el territorio para nosotros es un organismo vivo que siente, piensa, respira, que tiene derechos, memoria e historia que habla, que contiene los elementos vitales para la vida y que de la sustento a las colectividades humanas. El territorio no es un pedazo de tierra que sirve para vivir de ella, sino con ella, no para explotarla en beneficio individual sino para cuidarla en beneficio colectivo. El territorio es patrimonio de todos que hay que proteger y cuidar, por lo tanto todas las leyes deben servir para tal fin.

La recuperación no violenta de nuestros territorios: Otra idea fundamental que ha inspirado las modificaciones propuestas, es aquella según la cual los pueblos indígenas rechazamos toda clase de violencia. Todos los colombianos nos sentimos atrapados por este fenómeno. Desde ya dejamos claro que los pueblos indígenas no reivindicamos nuestros derechos territoriales con violencia, al contrario a quienes así piensan, tenemos que decirles que la recuperación de nuestros territorios ha sido, y tiene que ser, a mano limpia, con pensamiento propio y amparados en el Derecho Mayor y la Constitución Política. En ningún momento los pueblos indígenas hemos ejercido la violencia, la verdad es que ha sido ejercida contra nosotros y la madre tierra, no solo por las fuerzas del Estado, sino también por quienes pretenden por medio de las armas ejercer control territorial en muchas regiones de Colombia. “los pueblos indígenas no somos violentos somos victimas de la violencia”. 

Soberanía democrática: Con el fin de garantizar la convivencia respetando la diversidad, proponemos se reconozcan y se respeten nuestras políticas, que en los territorios y comunidades venimos adelantando, a través de los PLANES DE VIDA. Nunca hemos pretendido imponer al resto de ciudadanos Colombianos nuestras políticas, así como esperamos que no se nos impongan. Queremos convocar a todos los colombianos para que construyamos unas verdaderas relaciones de “Autoridad a Autoridad” y se consoliden mecanismos de acción política para proteger los derechos y garantizar efectivamente su cumplimiento. Concretamente hemos propuesto que la función ecológica y social de la propiedad sea el criterio determinante en las decisiones que la Administración haya de tomar cuando se trate de aplicar cualquiera de las normas contenidas en el proyecto de ley. Al mismo tiempo incorporamos el principio de soberanía alimentaria para los pueblos indígenas y las minorías étnicas, por cuanto entendemos que ese es un principio necesario para avanzar en la consolidación de la Autonomía por la que luchamos. 

Ordenamiento territorial para la diversidad: En cuanto se refiere al capítulo sobre resguardos indígenas y minorías étnicas, hemos modificado por completo los artículos del proyecto inicial, de tal manera que el nuevo articulado garantiza los derechos individuales y colectivos de estas minorías, que se fundamentan en la reivindicación de sus derechos territoriales. Por otra parte, hemos excluido el artículo que condicionaba los procesos de constitución, ampliación, saneamiento y constitución de resguardos y territorios de comunidades afrodescendientes, a los planes de ordenamiento territorial municipal, con lo cual hemos impedido que se vulnere el derecho que tenemos los indígenas a la constitución de Entidades Territoriales Indígenas. 

Participación en la elaboración de políticas publicas: También hemos propuesto el derecho a la participación en la elaboración de las políticas públicas en esta materia, razón por la cual hemos incluido la participación de los campesinos, afrodescendientes y de las comunidades indígenas en el Consejo Directivo del INCODER, iniciativa que se complementa con la creación de consejos territoriales de desarrollo rural indígenas.

Restablecimiento del derecho a la tierra de los desplazados y las victimas de la violencia: En el capítulo sobre la clarificación de la propiedad, hemos introducido un parágrafo en donde claramente se establece que el INCODER no puede proceder a legalizar títulos, posesión o prescripción adquisitiva de domino cuando esos pretendidos derechos tengan origen en actos de intimidación o de violencia, estableciendo al mismo tiempo el deber que tiene el INCODER de restablecer el derecho arrebatado por los violentos a sus víctimas y principalmente a quienes padecen el desplazamiento. 

PARÀGRAFO 2.: El INCODER se abstendrá de adelantar procedimientos de clarificación, acreditación de propiedad o de la prescripción adquisitiva de dominio de que trata este capitulo, si estos derechos se pretenden reivindicar o legitimar, para encubrir actos que tienen origen en conductas de intimidación o violencia, en este caso el INCODER protegerá a quien se encuentre en imposibilidad de hacer valer su derecho e iniciará procedimientos para reestablecer y proteger los derechos de los afectados por la violencia.

Consulta previa: Finalmente, hemos expresado claramente que la consulta previa establecida por el convenio 169 de la OIT, ley 21 de 1991, necesariamente tendrá que realizarse antes de que se sancione esta ley. Sin perjuicio de lo anterior y a efecto de garantizar el derecho que tienen los indígenas y las comunidades afrodescendientes de formular, presentar y ejecutar proyectos relacionados con sus planes de vida, hemos introducido un parágrafo en el capitulo de Resguardos Indígenas y minorías étnicas donde se establece lo siguiente:
PARAGRAFO: Para la formulación, implementación y ejecución de programas y proyectos en territorios de las comunidades indígenas y con el propósito de cumplir con el mandato legal de la consulta previa, se garantizará a cada una de esas comunidades, adelantar sin apremio, el proceso de consulta con el propósito de que la misma se convierta en instrumento para elaborar proyectos productivos ambiental y culturalmente sustentables.

Independencia política: Por ultimo el Movimiento de Autoridades Indígenas de Colombia proclama su independencia de los partidos políticos colombianos y afirma la naturaleza Autónoma del movimiento indígena en defensa de sus derechos y  legítimos intereses. En consecuencia como organización y como bancada indígena en el Senado, ha dejado claro que se reserva el derecho al voto no alineado, actuando en conciencia, según nuestro criterio en cada ocasión, siempre para defender a nuestros pueblos y comunidades.

Conclusiones

Sabemos que las modificaciones sustanciales introducidas a la ley, no la convierten en un estatuto que garantice plenamente los derechos de los campesinos y trabajadores del campo, ni menos que logre una transformación en la política neoliberal que controla el ejecutivo y que tiene amplia mayoría en el Congreso, pero si estamos convencidos que las modificaciones que logramos introducir en los principios y en el articulado de la ley, pueden ser un instrumento eficaz para que los procesos de lucha por los derechos de los indígenas, de los afrodescendientes, los trabajadores del campo, los desplazados y demás victimas de la violencia puedan hacerse valer, respaldados en movimientos orgánicos, capaces de demostrar que nuestra lucha por los derechos es legitima y en ese sentido no violenta y que la hacemos en defensa de la vida, a mano limpia y con pensamiento propio. 

Los pueblos indígenas durante muchos años en condiciones adversas hemos sido capaces de resistir el colonialismo y la negación de nuestras culturas y derechos, incluyendo las épocas en que fuimos tratados como salvajes, durante las cuales se llego a decir que no era delito matar indios, sin embargo nuestra resistencia ha hecho de la lucha por nuestros territorios, la base de nuestro resurgimiento como pueblos autónomos, que tenemos formas distintas de ser, estar y vivir. Por tal razón hoy en día, la lucha de los pueblos indígenas, mas que reivindicar la propiedad colectiva sobre grandes extensiones de tierra, se fundamenta en la defensa y restauración de nuestros territorios a partir de relaciones orgánicas con la madre tierra, relaciones muy diferentes a las que tienen los individuos y algunas comunidades como propietarios según el derecho occidental, el que les permite explotar, vender, usar y abusar de la tierra hasta agotarla y contaminarla, haciendo de ella un desierto. 

Nosotros cuando luchamos por restaurar nuestros territorios, lo hacemos como para volver a ser parte integral de un organismo vivo, que debemos cuidar y que no debemos explotar, volviéndolo objeto de comercio. El territorio ancestral para nosotros guarda el legado y la sabiduría de nuestros antepasados, patrimonio invaluable que debemos heredar a nuestros hijos. 

Esa responsabilidad con la vida y con nosotros mismos se desprende de nuestra propia Ley de Origen, por eso los pueblos indígenas no podemos pedirle al Estado, menos cuando el neoliberalismo gobierna, que por si solo con sus leyes garantice nuestra vida, nuestra cultura y nuestros derechos, solo nosotros podremos hacerlo, mediante un ejercicio pleno de Soberanía Comunitaria, haciendo que el Estado y la sociedad colombiana respeten nuestra Autonomía, como condición indispensable para consolidar nuestro derecho a permanecer como culturas y pueblos diferentes. En reciprocidad entendemos también, que es deber nuestro ser solidarios con el pueblo colombiano, sobre todo protegiendo con nuestra tradición y conocimientos la naturaleza que es garantía de los derechos colectivos y del ambiente. Con esa convicción afirmamos que hoy el mas importante desafió de los pueblos indígenas en Colombia es no dejarnos convertir en propietarios, nuestro deber es afirmar el sentido de pertenencia a los territorios donde nacimos y en donde hoy libramos una lucha para no ser objetos de un mercado voraz, que se constituye en la principal amenaza para la existencia de los pueblos originarios de América. Es a nosotros a quien corresponde defender nuestros territorios de las amenazas de traficantes y comerciantes, los que muchas veces se presentan con propuestas de negocios de los que aparentemente podríamos derivar grandes ganancias, las que en ningún momento podrán compararse con todo lo que significa la vida y la memoria de un territorio construido en un largo proceso que antecede al mal llamado descubrimiento de América.
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